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La ley de educación superior en Argentina y la institu-
cionalizacion de la acreditacion universitaria: de los 

cuestionamientos a las dificultades del cambio

Resumen

A partir de los años 90 gran parte de los países de Améri-

ca Latina fue protagonista de importantes cambios en sus 

respectivos sistemas de educación superior. Los procesos 

de globalización y mercantilización de la de educación 

superior vinieron acompañados por transformaciones ins-

titucionales que introdujeron los mecanismos de acredita-

ción y evaluación universitaria, entre otras cosas.

En el caso argentino, durante los últimos años se han 

presentado ante el Poder Legislativo distintos proyectos 

de ley tendientes a modificar el marco normativo vigente. 

Centrándonos en uno de los aspectos más importantes del 

proyecto como la composición de la institución encargada 

de los procesos de acreditación y evaluación, realizaremos 

un análisis comparativo.

Tomando en cuenta herramientas provenientes del 

análisis de políticas públicas y del neo-institucionalismo, 

nos proponemos abordar las dificultades de la clase polí-

tica para pensar en esquemas alternativos sobre el modo 

de gestión y elección de autoridades dentro de la mencio-

nada institución. 
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Abstract

Since the beginning of the 90's, many of the Latin-

American countries leaded important changes in their 

higher education systems. The processes of globali-

zation and mercantilization of higher education were 

followed by institutional changes introduced by the 

accreditation and evaluation university mechanisms, 

among other things.

Recently in Argentina, different projects of law 

have been presented to the National Legislature ai-

med to amending the existing regulatory framework. 

Focusing on one of the most important aspects of the 

project as the composition of the institution respon-

sible for accreditation and evaluation processes, we 

will conduct a comparative analysis.

Based on policy analysis and neo-institutiona-

lism tools, we intend to address the difficulties of the 

political class to consider alternative schemes for the 

administration and member’s election within that 

institution.
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Introducción

El contexto de los años 90, signado por un fuerte pro-

ceso de mercantilización de la educación superior, vino 

acompañado por la multiplicación de instituciones de 

educación superior (IES). Su amplia heterogeneidad tornó 

imperiosa la necesidad de garantizar la calidad de los sis-

temas de educación superior (SES) no sólo en Argentina 

y América Latina, sino en gran parte del planeta.

La mayor parte de las reformas de los marcos 

normativos en los países latinoamericanos introducían 

mecanismos de acreditación y evaluación universitaria, 

que en el caso argentino fueron fuertemente resistidos 

por parte de los actores universitarios. Transcurrida más de 

una década de la promulgación de la ley, en los últimos 

años la necesidad de producir cambios en la normativa 

ha sido traducida en distintos proyectos de ley presen-

tados, tanto en la Honorable Cámara de Diputados de 

la Nación (HCDN), como en el Honorable Senado de la 

Nación (HSN).

Teniendo en cuenta la “caja de herramientas” del 

análisis de políticas públicas (Mèny y Thoenig, 1989) y, 

específicamente, a algunos instrumentos provenientes de 

algunas corrientes del nuevo institucionalismo histórico 

(Hall y Taylor/1997), en particular a la noción de “path 

dependence” (Pierson, 1996/2000b/2000c), nos propone-

mos abordar aquellos aspectos que han condicionado 

fuertemente las propuestas de modificación de la Ley de 

Educación Superior Argentina (LES) Nº 24.521. 

A partir del análisis comparado de fuentes docu-

mentales, específicamente los proyectos de reforma de 

la LES presentados en el Congreso argentino (compuesto 

por la HCDN y el HSN), nos proponemos dar cuenta de 

los mecanismos de reforzamiento o Path dependence 

(PD) de los mecanismos de acreditación y evaluación 

universitaria cristalizados por la LES y la creación de la 

Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Uni-

versitaria (CONEAU) hace más de 3 lustros. Partimos de 

la hipótesis de que como consecuencia de las políticas 

de los años 90, las transformaciones sufridas por el SES 

cristalizaron determinados rumbos por los que transita la 

política de educación superior y que, en el marco de otro 

paradigma o “referencial” (Cf. Jobert y Muller, 1987), resulta 

difícil plantear alternativas a la institucionalización de los 

mecanismos de acreditación y evaluación universitaria.

1. Abordar los marcos normativos desde el 
análisis de políticas públicas 

Desde algunos de los elementos de análisis de los enfo-

ques cognitivos de políticas públicas, como el esquema 

de las coaliciones de actores (coaliciones de causa o 

promotoras según la traducción) o “Advocacy Coalition 

Framework” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993), se postula la 

necesidad de que los cambios en las políticas se estudien 

a partir de un período de una década o más. En general, 

una política que haya sido impulsada por determinados 

actores o coaliciones de actores, pasado ese lapso, cuenta 

con mayores posibilidades de ser modificada. Ello puede 

deberse al cambio de gobierno, en particular cuando es 

correspondido por un cambio en el signo político del 

partido gobernante o también debido en parte a que 

los mediadores de esa política -en el modelo de Sabatier 

aquellos actores que inclinándose por alguna de las po-

siciones encontradas intentaron acercar esas posiciones 

buscando un consenso en otros esquemas también 

pueden aparecer bajo la figura de “intermediarios” de 

políticas públicas (Jobert y Muller, 1987) pero la función es 

la misma-, pueden haberse retirado del poder, de la vida 

política o pueden haber fallecido (Sabatier y Mazmanian, 

1993). Por lo tanto, de acuerdo con este esquema resulta 

más probable que las políticas que hayan sido impulsa-

das por una coalición de actores y hayan sido resistidas 

por otra, pasada una década o más, cuentan con fuertes 

posibilidades de modificarse. 

Si bien tendremos en cuenta algunas de estas he-

rramientas, por las características histórico-contextuales 

en las que se redefine el marco normativo para el SES 
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argentino y algunos de los principales rasgos que adquie-

ren los proyectos de modificación de la norma, funda-

mentalmente nos apoyaremos en algunas herramientas 

de análisis de la acción pública provenientes de las 

corrientes del nuevo institucionalismo histórico (Cf. Hall, 

Taylor, 1993). A pesar de que la LES vigente no se inscribe 

necesariamente dentro de una historia o temporalidad 

larga por el momento, la noción más pertinente para ex-

plicar la evolución de la 

política de educación 

superior es la de “de-

pendencia al camino” 

(path dependence - PD), 

redefinida por Pierson 

(1996, 2000b y 2000c) a 

partir de los análisis de 

North (1990). 

La PD describe la 

existencia de movimien-

tos acumulativos crista-

lizando los sistemas de 

acción y las configura-

ciones institucionales 

propias a un subsistema 

dado y determinando 

un progreso preciso de 

la acción pública. Por lo 

tanto, permite conside-

rar el proceso de cristali-

zación y sedimentación 

sufrido por la LES en los 

últimos años.

Desde una pers-

pectiva económica, North explica que la dependencia 

al camino ya recorrido depende más de los individuos 

dentro de las instituciones que de las tecnologías. Las 

instituciones resisten el cambio porque ello implicaría 

perder la amortización y los rendimientos crecientes de 

las inversiones iniciales. 

Aunque no todos los cambios generan las mismas 

resistencias, en general cuando cambian los paradigmas 

o los referenciales de la acción pública, existe un contexto 

propicio para la realización o formulación de modifica-

ciones sobre las políticas. En este sentido, Hall distingue 

diferentes “órdenes del cambio” (1993) en una política de 

acuerdo a su relación con los objetivos y los instrumentos. 

Los cambios de primer orden corresponden a los ajustes 

en el uso de los instrumentos de la acción pública. Los 

cambios de segundo orden implican la elección de 

los diferentes tipos de 

instrumentos, sin que el 

objetivo asociado con 

ellos sea modificado. Por 

último, los cambios de 

tercer orden, correspon-

den a las modificaciones 

tanto en los objetivos 

como en los instrumen-

tos. El tercer orden de 

cambio -el cambio de 

paradigma- es el cambio 

más radical (Palier y Surel, 

2010: 33-34).

Por su parte, Pier-

son pone énfasis en el 

peso de la dimensión 

temporal sobre la ac-

ción pública, dado que 

la temporalidad de las 

secuencias en ocasiones 

es más importante que el 

propio contenido de las 

decisiones. En el análisis 

de políticas públicas, la 

implicación crucial de la PD es que en las etapas tem-

pranas de una secuencia pueden colocarse aspectos 

particulares del sistema político en pistas diferentes que 

se reforzarán con el tiempo (Pierson, 2000c). Ello contri-

buye a estructurar el comportamiento de los actores, lo 

que permite explicar la inercia de las políticas públicas. En 

palabras de Pierson y Skopol, “los procesos dependientes 

de la trayectoria estrictamente definidos involucran una 
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lógica clara: los resultados en una ‘coyuntura crítica’ des-

atan mecanismos de retroalimentación que refuerzan la 

recurrencia de un patrón particular en el futuro” (2008: 

13). De esta manera, explican cómo “los procesos de 

rendimientos crecientes durante períodos particulares 

generan irreversibilidades, esencialmente removiendo 

ciertas opciones del menú subsecuente de posibilidades 

políticas” (Pierson y Skopol, 2008: 14).

2. El Neoliberalismo y la imposición del 
paradigma de mercado

La caída del Muro de Berlín, la crisis recurrente de los 

Estados benefactores o nacional-populares y el conse-

cuente auge del discurso neoliberal en especial en los 

países latinoamericanos, conllevó a generar la idea de 

que el capitalismo y el mercado eran los mejores asig-

nadores de los recursos. En el caso argentino ello pudo 

sintetizarse en la frase: “Achicar el Estado es agrandar la 

Nación”, que venía a legitimar las profundas reformas 

estructurales jamás aplicadas. La deslegitimación de los 

Estados “sobredimensionados”, con poco margen como 

para impulsar el desarrollo económico o para dar res-

puesta a los problemas sociales, incapaces de asegurar 

servicios públicos “eficientes” y “deficitarios” acorde con 

la óptica de la nueva racionalidad económica impulsarán 

esas transformaciones. Para entender este proceso de 

cristalización de las nuevas reglas de juego es preciso 

tener en cuenta su desarrollo histórico. 

En el caso argentino, las mutaciones sufridas por el 

Estado a partir de la aprobación de la ley de reforma del 

Estado y la ley de emergencia económica en 1989, daría 

lugar a un proceso de privatizaciones de los servicios 

públicos sin precedentes, a la desregulación económica, 

a la descentralización y “racionalización” administrativa, 

todo lo cual tendrá su correlato en el SES. El mercado -y no 

ya el Estado- pasará a constituirse en el mejor asignador 

de los recursos (Lechner, 1992), lo que llevó a algunos 

autores a hablar del paso de la “matriz Estado-céntrica” a 

la “mercado céntrica” (Cavarozzi, 1997), que coincidirá con 

el mencionado “referencial global de mercado”.

La nueva racionalidad económica buscaba generar 

un Estado eficiente, donde la eficiencia -al igual que en el 

caso de la racionalidad de una empresa privada- buscaba 

generar réditos económicos y no ya los beneficios colec-

tivos del conjunto de la sociedad. Esto implicó una severa 

reconfiguración -no muy coherente- de las funciones y 

áreas de injerencia del Estado. El objetivo sería que el 

Estado produzca superávit fiscal para hacer frente a los 

compromisos internacionales, la mayor parte originados 

en fraudulentas operaciones financieras (Olmos, 2009). 

Teniendo en cuenta el papel preponderante que los 

Estados “Nacional-populares” habían tenido en la región, 

su expansión, sus grados y formas de diferenciación y 

especialización institucional, los cuales eran “fruto de los 

diversos intentos realizados para resolver los problemas 

que planteaba el desarrollo de la sociedad, fenómeno que 

adquiría rasgos muy contradictorios” (Faletto, 1989: 84), su 

retiro de determinadas áreas resultaría traumático.

El auge del neoliberalismo y la transformación del 

referencial global (Jobert y Muller, 1987) se tradujo en 

el impulso de cambios de tercer orden (Hall, 1993) en la 

mayor parte de los marcos normativos de las distintas po-

líticas sectoriales. Como veremos a continuación, la mayor 

parte de estas transformaciones, tuvieron su correlato en 

los SES. Del mismo modo que en el caso de la educación 

superior, la mayor parte de las decisiones estructurales en 

materia de reforma del Estado tomadas durante los años 

90, a pesar de los diversos cuestionamientos que han 

tenido y de la deslegitimación post-crisis del referencial 

global de mercado, no han logrado ser revisadas.  

3. Los sistemas de educación superior y el 
referencial sectorial de los 90

La década del 90 marca un cambio de rumbo a partir de 

la deslegitimación del rol del Estado y los procesos de 

mercantilización e internacionalización de las institucio-

nes de educación superior (García de Fanelli y Trombetta, 
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1996; Didou Aupetit, 2000; Krotsch, 2001). Acompañando 

estos procesos de mercantilización, la lógica de la co-

operación universitaria internacional parece suplantarse 

por la dinámica de la competitividad, donde gran parte 

de las universidades buscan posicionarse mejor en los 

rankings internacionales de las “mejores universidades” 

mundiales, con el fin de captar “clientes” para su “oferta” 

académica.

Las universidades latinoamericanas afectadas por 

las políticas neoliberales y la transformación del contrato 

social entre el Estado y la sociedad civil desnaturalizan “los 

‘saberes universitarios’ para convertirlos en ‘conocimientos 

mercantilizados’. El saber se mide con el lenguaje de las fi-

nanzas, se calcula a través de indicadores de rendimiento, 

a través de certificados y diplomas entregados en tiempo 

y forma con mayor valor de mercado, se representa en 

la formación de recursos humanos…” (Mollis, 2006: 359-

360). En ese contexto, a pesar de la fuerte resistencia de 

los actores universitarios, la autonomía será fuertemente 

cuestionada, no sólo por actores gubernamentales como 

la Secretaría de Políticas Universitarias, sino también y en 

especial por actores y factores internos o externos a la 

universidad, como distintas corporaciones, empresas, las 

dinámicas del mercado de trabajo, las lógicas profesiona-

les, etcétera (Rinesi y Sorpano, 2007: 16).

Adriana Chiroleu y Osvaldo Iazzetta analizan el corre-

lato que tuvo en el SES el proceso de reforma del Estado 

caracterizado por la descentralización administrativa, la 

desregulación económica, la privatización de las empre-

sas públicas, la “racionalización” o achicamiento del per-

sonal del Estado y la tercerización (2005: 18-28). A modo 

de síntesis, la descentralización se limitó al subsistema no 

universitario, dado que a partir de 1992, sus institutos se 

transfirieron al ámbito provincial (20). La desregulación se 

combinó con la transformación de las bases de regulación 

del sistema y afectó varios temas como la autorización 

para arancelar los estudios de grado, la flexibilización 

para absorber fondos de las empresas, entre otros (22). La 

“creación sucesiva de numerosas instituciones privadas 

provistas de una oferta más próxima a los requerimientos 

del mercado, y en un contexto marcado por un paulatino 

retiro del Estado de las áreas sociales, produjo ciertos cam-

bios en el comportamiento de la demanda” (25). Existieron 

distintos proyectos impulsados desde el gobierno para 

achicar las dotaciones de personal aunque no llegaron a 

concretarse (27). El proceso de tercerización se evidenció 

en la contratación de empresas privadas de limpieza y en 

la provisión de servicios informáticos (28).

Los nuevos marcos normativos marcan un cambio 

de tercer orden (Hall, 1993), es decir, cambian los instru-

mentos, los objetivos en sintonía con el cambio de para-

digma o de referencial. De este modo, la LES argentina 

aprobada sería promulgada en agosto de 1995 (Decreto 

P.E.N. Nº 268/1995) y reglamentada al mes siguiente 

(Decreto P.E.N. Nº 499/1995). A pesar de la resistencia 

de la mayor parte del ámbito universitario, entre los 

cambios más importantes que produjo, incorporó por 

primera vez mecanismos de acreditación y evaluación 

de carreras de grado y posgrado, a través de la creación 

de la CONEAU.

Pese a la aprobación de la LES, la mayor parte de 

los actores universitarios continuaron rechazando la 

norma, lo que incluyó recursos judiciales planteando su 

inconstitucionalidad. Por lo tanto, buena parte del ámbito 

universitario no acataba formalmente buena parte de los 

cambios introducidos por el nuevo marco jurídico. A pesar 

de estas resistencias, algunos de los cambios producidos 

por la LES y, en especial la creación de la CONEAU, en 

cierta forma contribuyeron a frenar una de las facetas 

del proceso de mercantilización de la educación supe-

rior, dado que esta institución ponía un límite al proceso 

de apertura indiscriminada de nuevas universidades. Es 

decir, que a pesar de haber sido apoyada por actores que 

postulaban las bondades del mercado y la inclusión de 

esta lógica en los SES, la principal institución que creaba 

el nuevo ordenamiento jurídico: la CONEAU, en algún 

punto constituía un freno a esa misma lógica.

De esta forma, la CONEAU contribuyó a estructurar 

parte del SES y a generar mecanismos de retroalimenta-

ción (Pierson, 2000c). De hecho, algunos de sus impactos 

han sido registrados a nivel regional, con la puesta en 

marcha del primer mecanismo experimental de acredi-
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tación (MEXA) de carreras de grado del MERCOSUR (So-

lanas, 2007 y 2009ª). La senda recorrida por el sistema de 

evaluación y acreditación universitaria resulta difícilmente 

modificable a esta altura, pero sobre todo prácticamente 

no prescindible. Con el fin de avalar esta afirmación, en 

la próxima sección analizaremos los distintos proyectos 

de ley de modificación de la LES, presentados en los 

últimos años.

4. Los aportes parlamentarios del nuevo 
milenio en vías de la modificación del 
marco normativo vigente

A partir del abrupto cuestionamiento del referencial neoli-

beral, marcado por el estrepitoso fracaso económico, polí-

tico y social experimentado por Argentina a fines de 2001, 

gran parte de las políticas públicas impulsadas durante 

los años 90 se vieron fuertemente cuestionadas. El papel 

del Estado y su capacidad de regulación e intervención 

en la economía vuelven a cobrar importancia, a pesar 

de que éste convive con la mayor parte de las reformas 

estructurales experimentadas durante los años 90.

En el 2003, con la asunción del gobierno de Néstor 

Kirchner y la inesperada redefinición del papel del Estado, 

las políticas que adopta o se propone adoptar el gobier-

no van a contramano -al menos discursivamente- del 

referencial de mercado. De este modo, la LES entra a la 

agenda institucional con vistas a ser revisada y modificada. 

Distintos proyectos han sido presentados en estos años 

en el Congreso de la Nación con el fin de reemplazar el 

ordenamiento jurídico vigente. 

Paradójicamente, si la CONEAU simbolizaba uno de 

los ejes centrales del referencial de los 90 y, por ende era 

severamente cuestionada por los actores universitarios, 

ésta ha logrado generar los mecanismos de reforzamiento 

e inercia (North, 1990 y Pierson, 1996 y 2000b) que resultan 

sumamente dificultosos de pasar por alto o modificar en 

su totalidad.

Indudablemente, los cambios descriptos sufridos en 

el SES han producido los mecanismos de retroalimenta-

ción necesarios (North, 1990 y Pierson, 1996 y 2000b) para 

volver imprescindibles dichas prácticas corrientes, a la vez 

que desde la perspectiva de los mapas mentales de los 

actores resultaría impensable eliminar del marco jurídico 

los mecanismos de acreditación y evaluación.

Aquí nos proponemos analizar sólo algunos de los 

aspectos específicos referidos a los mecanismos de acre-

ditación y evaluación de la educación superior. Pondre-

mos atención a la propuesta de institución que continúe 

o reemplace a la CONEAU en su tarea y a la forma en que 

se compondría la misma.

A partir del análisis de once proyectos de ley pre-

sentados en la HCDN y de otros cuatro presentados en el 

HSN entre los años 2003 al mes de julio de 2011, hemos 

podido constar el consenso unánime en cuanto a la ne-

cesidad de contar con una institución de acreditación y 

evaluación universitaria. Es decir, que si las propuestas de 

acreditación y evaluación universitarias eran rechazadas 

casi de plano por los actores que resistieron los cambios 

de los 90, luego de más de 15 años transcurridos desde 

su aprobación, existe un consenso unánime a nivel legis-

lativo sobre la necesidad de contar con una institución 

de esta naturaleza.

De los proyectos presentados por diputados per-

tenecientes a diversos partidos políticos, con posiciones 

encontradas al momento de debatirse la LES vigente, 

todos comparten la necesidad de contar con una institu-

ción que acredite las carreras de grado y posgrado entre 

otras funciones. Si bien la mayor parte de los proyectos 

modifican el nombre y la composición de la institución 

-ocho y diez respectivamente sobre un total de once- uno 

solo preserva la institución de la CONEAU tal como existe 

a partir de la LES (Cf. Cantero Gutiérrez, 2009). 

Las diferencias fundamentales entre los once pro-

yectos residen en la composición de los miembros de la 

institución propuesta y de las instituciones que a su vez 

los proponen para que sean elegidos (Véase cuadro N° 

1). En todos los casos menos en uno (Macaluse, 2009), 

le corresponde al Poder Ejecutivo Nacional esa última 

palabra. En el caso de esta excepción, resulta por demás 

interesante el esquema propuesto para la elección de 
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los miembros. Del mismo modo que para los esquemas 

académicos, el proyecto plantea elegir los miembros de 

la institución por concurso público de antecedentes y 

proyectos.

Cuadro N° 1: Composición del órgano encargado de la acreditación de los proyectos de Ley presentados en la Cámara de Diputados 

de la Nación 2006-(julio) 2011 según autor y partido político 

Autor y 

año

Partido 

político
Organismo Miembros integrantes

Barrios 

y otros, 

2011

Partido 

Socialista 

y GEN

Comisión de Seguimiento 

del Sistema de Educación 

Superior

12, propuestos por 6 por el Consejo Interuniversitario Nacional 

(CIN), 1 por el Consejo de Rectores de Universidades Privadas 

(CRUP), 1 por el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 

1 por cada cámara del Congreso Nacional, 1 por la Federación 

Universitaria Argentina y 1 por el gremio docente.

Amadeo

2010

Peronismo 

Federal

Consejo Nacional para la 

Acreditación y la Evaluación 

de la Educación Superior 

(CONAEES)

9, 1 representante de la Secretaría de Educación Superior; 1 

representante del INET; 1 representante del INFOD; 1 represen-

tante del CONUOF; 1 re- presentante del CRUP; 1 representante 

del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, 

1 representante del CONES; 1 representante de la Academia 

Nacional de Educación; 1 representante de las entidades que 

nuclean a los Institutos Superiores Privados.

Donda y

Merchan, 

2010

Libres del Sur
Organismo de Evaluación 

Universitaria

17, a propuesta de: 3 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por el Con-

sejo Federal de Educación, 3 por cada una de las Cámaras 

del Honorable Congreso de la Nación, 1 por el Ministerio 

de Educación, 1 por el Ministerio de Ciencia Tecnología e 

Innovación Productiva, 2 por los gremios docentes, 2 por el 

sector estudiantil.

Puiggros

y otros

2009

Frente 

para la 

Victoria

Consejo Educativo Nacional 

para la Acreditación y la 

Evaluación de la Educación 

Superior (CENAEES)

15, a propuesta de: 2 por el CIN; 1 por el CRUP; 1 por la Aca-

demia Nacional de Educación; 6 por cada una de las Cámaras 

del Honorable Congreso de la Nación (en razón de 2 por la 

mayoría y 1 por la minoría); 1 por el Instituto Nacional de 

Educación Tecnológica; 1 por el Instituto Nacional de Forma-

ción Docente; 1 por las entidades que nuclean a los Institutos 

Superiores Privados; 1 por el Consejo Federal de Educación y 

1 por la Secretaria de Políticas Universitarias.

Cantero

Gutiérrez,

2009

Frente para 

la Victoria

Comisión Nacional de 

Evaluación y Acreditación 

Universitaria (CONEAU)

12, a propuesta de: 3 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por la Aca-

demia Nacional de Educación, 3 por cada una de las Cámaras 

del Honorable Congreso de la Nación, y 1 por el Ministerio de 

Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación.
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Pinedo, 

2009
Pro

Agencia Nacional de 

Evaluación y Acreditación

Universitaria (ANEAU)

10, a propuesta de: 3 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por la Aca-

demia Nacional de Educación, 2 por cada una de las Cámaras 

del Honorable Congreso de la Nación, y 1 por el Ministerio de 

Educación, Ciencia y Tecnología.

Macaluse, 

2009

Solidaridad 

e Igualdad 

(SI) - ARI (T.D.F.) 

Comisión de Evaluación 

Universitaria (autárquica)

De 7 a un máximo de 13 por concurso público de antecedentes 

y oposición, a expertos de reconocida idoneidad y trayecto-

ria en las áreas sociales, científicas, técnicas, humanísticas y 

artísticas

Augsburger,

Otros y 

Barrios,

2009

Partido 

Socialista

Comisión de Seguimiento 

del Sistema de Educación 

Superior

12, a propuesta de: 6 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por el Ministe-

rio de Educación, Ciencia y Tecnología, 1 por cada cámara del 

Congreso Nacional, 1 por la Federación Universitaria Argentina 

(FUA) y 1 por el gremio docente

Storero 

y Otros,

2007

UCR

Agencia Nacional de la 

Calidad de la Educación 

Universitaria

12, a propuesta de: 4 por el CIN, 1 por el CRUP, 3 por cada una 

de las Cámaras del Honorable Congreso de la Nación, y 1 por 

el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología

Jerez y

Acuña,

2007

Fuerza Repu-

blicana y Movi-

miento Popular 

Neuquino

Comisión Nacional de 

Evaluación y Acreditación 

Universitaria

12, a propuesta de:  3 por el CIN, 2 por el CRUP, 1 por la Aca-

demia Nacional de Educación, 1 por el Consejo Federal de 

Educación, 2 por cada una de las Cámaras del Honorable 

Congreso de la Nación, y 1 por el Ministerio de Educación.

Tate y

Otros,

2007

UCR, Par tido 

Nuevo Contra 

Corrupción por 

Honestidad y 

Transparencia 

y Partido 

Socialista.

Comisión Nacional de 

Evaluación y Acreditación 

Universitaria

14, a propuesta de: 4 por el CIN, 1 por el CRUP, 1 por la Aca-

demia Nacional de Educación, 3 por cada una de las Cámaras 

del Honorable Congreso Nacional, 1 por el Ministerio de 

Educación, y 1 del sector productivo.

Fuente: H. Cámara de Diputados de la Nación
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De estos once proyectos, la cantidad de miembros 

propuesta va de 7 (el mínimo), a 17 (el máximo). Si los par-

tidos políticos mayormente referenciados con el espacio 

político-ideológico de “centro-izquierda” se inclinan por 

otorgarle una mayor representación a los sectores univer-

sitarios públicos, el partido oficialista y los sectores más 

conservadores refuerzan los miembros elegidos por los 

organismos gubernamentales o bien -sólo en el caso de 

los últimos-, por las universidades privadas. Aunque, como 

podemos apreciar en el cuadro N° 1, no necesariamente 

ello sigue un parámetro tan lineal.

Si podríamos ubicar a los proyectos dentro de un 

continuo que va de aquellos que le otorgan una mayor 

participación a los actores universitarios hacia aquellos 

que se inclinan por una mayor participación por parte de 

los actores gubernamentales, de acuerdo a los partidos 

políticos de pertenencia de sus autores, los podríamos 

ubicar en el siguiente orden: Solidaridad e Igualdad (SI), 

Partido Socialista y Generación para un Encuentro Na-

cional (GEN),  Libres del Sur, Unión Cívica Radical (UCR); 

UCR, Partido Nuevo Contra Corrupción por Honestidad y 

Transparencia y Partido Socialista, Propuesta Republicana 

(PRO), Fuerza Republicana y Movimiento Popular Neuqui-

no, Frente para la Victoria (cantero), Frente para la Victoria 

(Puiggrós), Peronismo Federal (Véase cuadro N° 1). 

Por otra parte, con respecto a los proyectos in-

gresados por el HSN, de los cuatro proyectos, sólo tres 

especifican la cantidad de miembros (Véase cuadro N° 2). 

De estos tres, el número de miembros propuesto va de 12 

(el mínimo) a 18 (el máximo). El cuarto proyecto propone 

un período de transición, donde serán los especialistas 

en educación universitaria del Ministerio de Educación 

quienes estarán a cargo de esa labor. 

Del mismo modo que en el caso de los proyectos 

presentados a través de la HCDN, los proyectos presenta-

dos a través del Senado siguen un parámetro similar con 

respecto al eje político-ideológico y la participación de los 

actores en la selección de los miembros integrantes de la 

institución. Los autores de los proyectos pertenecientes 

a corrientes partidarias asociadas al “centro-izquierda”, 

le otorgan una mayor participación a los actores uni-

versitarios, mientras que en el caso de aquellos autores 

vinculados al gobierno privilegian la participación de 

representantes del poder ejecutivo. De esta forma, el 

continuo para el Senado que va de aquellos proyectos 

que le otorgan una mayor participación a los actores 

universitarios hacia aquellos que le otorgan menos par-

ticipación, quedaría configurado del siguiente modo: 

Partido Socialista, UCR, Alianza Coalición Cívica, Alianza 

Frente para la Victoria (Véase cuadro N° 2).  
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Cuadro N° 2: Composición del órgano encargado de la acreditación de los proyectos de Ley presentados en el Senado de la 

Nación 2006-(julio) 2011 según autor y partido político 

Autor y 

año

Partido 

político
Organismo Miembros integrantes

Monllau y 

otros, 2010
UCR

Agencia Nacional de la Ca-

lidad de la Educación Uni-

versitaria

15, el Presidente y 3 vocales serán Rectores de Universidades Na-

cionales designados por el CIN y el Vicepresidente y 5 vocales por 

el Congreso de la Nación (3 por cada una de las Cámara en razón 

de 2 por la mayoría y 1 por la minoría), 1 vocal será propuesto 

por el Ministerio de Educación de la Nación, 1 por el CRUP, 1 por 

el Consejo Federal de Educación, 1 por el Gremio Nacional de 

Docentes, y 1 por la FUA.

Giustiniani, 

2010
Socialista

Comisión de Seguimiento 

del Sistema de Educación 

Superior

12, a propuesta de los siguientes organismos: 6 por el CIN, 1 por 

el CRUP, 1 por el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 

1 por cada cámara del Congreso Nacional, 1 por la FUA y 1 por 

el gremio docente. Presidido por un miembro del CIN.

Cabanchik, 

2010

Alianza 

Coalición 

Cívica

Comisión Nacional  de 

Evaluación y Acreditación 

Universitaria (CONEAU) o 

de entidades nacionales o 

provinciales constituidas 

con ese fin

18, a propuesta de los siguientes organismos: 6 representantes 

del Congreso de la Nación, a razón de 3 por cada una de las 

Cámaras del mismo; 4 representantes del CIN; 1 representante 

del CRUP; 1 representante de la Secretaría de Educación Supe-

rior de la Nación; 1 representante de la Academia Nacional de 

Educación; 1 representante del Consejo Federal de Educación; 

1 representante del Instituto Nacional de Formación Docente 

(INFOD); 1 representante de la organización gremial mayoritaria 

de docentes de nivel terciario; 1 representante de la organización 

gremial mayoritaria de docentes de las universidades nacionales; 

1 representante de la FUA.

Bortolozzi, 

2009

Alianza 

Frente para 

la Victoria

Abolición de la CONEAU y 

se autoriza al Ministerio de 

Educación a organizar una 

Agencia de Supervisión de 

Calidad de la Educación 

Universitaria Estatal y Priva-

da. Se tratará de gestionar 

un ente de Supervisión con 

participación de la UNESCO 

(ONU) por medio de los 

tratados pertinentes.

En la transición, las autorizaciones y evaluaciones universitarias 

estarán a cargo directamente del Ministerio de Educación por 

medio de sus especialistas en educación universitaria

Fuente: H. Senado de la Nación
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Cabe destacar que de todos los proyectos ingre-

sados, el único proyecto que plantea la “abolición” de la 

CONEAU, consiste en un proyecto parcial y limitado sólo 

a esa modificación en particular, no plantea una modifica-

ción integral de la norma y resulta poco justificado en sus 

fundamentos. Entre otras cosas plantea una mayor inter-

vención del Poder Legislativo en sus decisiones. Sostiene 

que “la participación del Congreso es ilusoria en la cons-

titución de la CONEAU. Se limita a avalar a sus miembros 

y luego no participa de las decisiones” (Bortolozzi, 2009: 

3). De todas maneras, el 

proyecto plantea una suerte 

de agencia de supervisión 

pública y privada con asis-

tencia internacional, con lo 

cual la idea de acreditación 

y evaluación universitaria no 

es rechazada de plano.

De la forma de selec-

ción de los miembros de 

la institución planteada en 

los proyectos podríamos 

concluir que casi todos ellos 

abogan por un ajuste en ese 

instrumento de acreditación 

y evaluación universitaria. Es 

decir, que la casi totalidad 

se inclina por lo que Hall 

denominaría un cambio de 

primer orden (1993), mientras que la excepción abordada 

que planteaba un cambio importante en la forma de 

selección de sus miembros por concurso (Cf. Macaluse, 

2009), podría tratarse de un cambio de segundo orden.

5. Las Transformaciones cognitivas e 
institucionales que dificultan un cambio 
profundo

La transformación del SES operada en los años 90 se re-

fuerza y las instituciones que habían sido resistidas como 

la LES y en especial la CONEAU, se naturalizan inclusive 

para muchos actores que las habían resistido en su mo-

mento. En este sentido, como señalan Pierson y Skopol, 

“existen fuertes bases teóricas para creer que procesos 

que se retroalimentan son prevalentes en la vida política. 

Una vez que se establecen, los patrones de movilización 

política, las “reglas del juego” institucionales, e incluso las 

formas ciudadanas básicas de pensar acerca del mundo 

político a menudo generarán dinámicas de retroalimenta-

ción. Además de traer nuestra atención hacia las “coyun-

turas críticas” o momentos 

formativos, los argumentos 

sobre el path dependence 

pueden ayudarnos a com-

prender la poderosa inercia 

que caracteriza a muchos 

aspectos del desarrollo 

político” (2008: 13). 

Desarticular los meca-

nismos previstos en la LES, 

entre ellos especialmente la 

CONEAU, implicaría -entre 

otras cosas- que esta insti-

tución dejaría de acreditar 

carreras y probablemente 

la oferta de carreras y de 

universidades de dudosa 

calidad podría incrementar-

se notablemente, además 

de que el SES debería asumir la inversión inicial que es la 

más costosa, dado que comprende todo el proceso de 

aprendizaje (North, 1990).

La CONEAU, así como los posibles organismos pro-

puestos que la reemplacen, como toda institución no son 

neutros. Un proceso de institucionalización contribuye 

a privilegiar ciertos actores e intereses (Lascoumes y Le 

Galès, 2007: 99). Crear una nueva institución, como la que 

surgieren algunos proyectos implica elevados costos para 

los actores involucrados.

De este modo, resulta sumamente dificultoso esca-

par a las prácticas de acreditación y evaluación, hoy en 

Universidades  
UDUAL, México, n. 51, octubre-diciembre 2011, pp. 29-42.   ISSN 0041-8935



�0

día casi naturalizadas por gran parte de la comunidad 

académica. Desde la perspectiva neo-institucionalista, la 

fuerza de las instituciones creadas y de las políticas públi-

cas existentes constituyen limitaciones extremadamente 

fuertes para la política y las nuevas políticas. Las políticas 

públicas son progresivamente orientadas, estructuradas 

por el conjunto de instituciones cada vez más sólidas que 

resisten a los cambios políticos (Lascoumes y Le Galès, 

2007: 100).  

Por otra parte, teniendo en cuenta las herramientas 

de los análisis cognitivos de políticas públicas, como la 

figura del “policy brocker” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993), 

o intermediario de política pública (Jobert y Muller, 1987), 

luego de transcurrido cierto tiempo de la construcción 

de una política y, en especial, luego de un cambio de 

referencial o de paradigma, las probabilidades para la 

modificación de la misma aumentan sustantivamente. Es 

decir, aumentan las posibilidades de que se trate de un 

cambio de tercer orden en el esquema de Hall (1993). En 

este sentido y habiendo trascurrido más de tres lustros 

de la promulgación de la LES hasta los mismos autores 

o “mediadores” de políticas públicas como el secretario 

de Políticas Universitarias cuando se sancionó la contro-

vertida ley en 1995 (Cf. Solanas, 2009b), se han inclinado 

públicamente por la modificación de la ley en vigencia: 

“Pasados tantos años, es necesario hacer una reforma de 

la Ley de Educación Superior” (Página/12, 02-08-2011).

Para terminar, independientemente de las resisten-

cias al cambio y los mecanismos de retroalimentación de 

las instituciones, el momento para debatir las propuestas 

de reforma a la LES contribuye a ubicar el tema en la 

agenda de las IES, aunque probablemente habrá que 

esperar que las dinámicas de los ciclos electorales nacio-

nales concluyan para que estos proyectos encuentren el 

tiempo para ser tratados.

Reflexiones finales

En este artículo hemos podido apreciar cómo los cambios 

de los años 90 que habían cuestionado fuertemente las 

tradiciones y a los actores universitarios más importantes 

-quienes resistieron esos embates pero no consiguen 

rechazar la aprobación de la LES-, a pesar de la deslegiti-

mación del neoliberalismo en América Latina y en Argen-

tina, aún no han podido sobrepasar los condicionantes 

de aquellos tiempos. 

Entre los cambios cognitivos e institucionales más 

importantes, la LES creó la primera agencia de acredi-

tación del MERCOSUR que tendrá importantes conse-
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cuencias en la región (Cf. Solanas, 2009a), pero además 

reforzará la propia lógica de la institución local. 

Con el trabajo de acreditación y evaluación efec-

tuado por la CONEAU, se logró frenar la apertura indiscri-

minada de universidades tanto públicas como privadas, 

con lo cual el objetivo de garantizar la calidad de los SES 

se ha impuesto como una necesidad reconocida por 

todo el arco político con representación legislativa. La 

institucionalización de estos mecanismos, los procesos 

de rendimientos crecientes, los mapas mentales de esos 

actores (Pierson, 2000b y 2000c) hacen que sean difícil-

mente prescindentes.

A partir del análisis realizado sobre los proyectos de 

ley presentados en la HCDN y en el HSN, hemos podido 

constatar que ninguno de estos proyectos presentados 

por las más diversas fuerzas políticas prescinde de una 

institución que cumpla las funciones de la CONEAU. Si 

bien, la mayor parte se inclina por revisar sus funciones y 

especialmente la composición de sus miembros, todos 

comparten la necesidad de la existencia de una institu-

ción de esas características. De esta forma, la tarea de la 

CONEAU y el tiempo transcurrido desde su creación han 

consolidado y legitimado su función en la regulación 

del SES, con lo cual, éstos se han ido reforzando -como 

lo explica el concepto de PD- a medida que el tiempo 

transcurría y la LES no se modificaba.

Para terminar, independientemente del efectivo 

carácter representativo que pueden llegar a ejercer los 

legisladores nacionales, las universidades públicas apa-

recen como las grandes ausentes de este debate que las 

afecta de muy cerca. En este sentido, resultaría por demás 

conveniente que los ámbitos académicos se convoquen a 

debatir estos proyectos y puedan contribuir críticamente 

con esquemas alternativos de gestión de una institución 

de acreditación y evaluación universitaria.
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